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INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE 

OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS, SUSCRITA POR EL 

DIPUTADO PAULO GONZALO MARTÍNEZ LÓPEZ Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN. 

Paulo Gonzalo Martínez López, diputado federal de la LXV Legislatura del Congreso de la 
Unión e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con el aval del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en el artículo 71, fracción 
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de 
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona y 
modifica los artículos 2, fracción XIII, 4 Bis, 21, fracción XII, y 53 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas, para quedar al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El derecho a la seguridad urbana y a la protección civil es un derecho humano fundamental 
que tiene como objetivo garantizar que todas las personas que viven en zonas urbanas 
puedan disfrutar de un entorno seguro y protegido. Este derecho se relaciona con la 
obligación de los Estados de proteger a sus ciudadanos y residentes de los peligros que 
puedan presentarse en las ciudades, ya sean naturales o causados por la acción humana. 

En este sentido, la seguridad urbana se refiere a la prevención y control de situaciones que 
puedan poner en riesgo la integridad física, psicológica y emocional de las personas, como 
la delincuencia, la violencia, el tráfico de drogas y la explotación laboral, entre otros. La 
protección civil, por su parte, se enfoca en la prevención, preparación y respuesta ante 
emergencias y desastres naturales, como terremotos, inundaciones, incendios, huracanes, 
entre otros. 

El derecho a la seguridad urbana y a la protección civil está reconocido en varios 
instrumentos internacionales de derechos humanos, como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. Además, la Declaración Universal de DeȸeƬhos Humanos estaƫleƬe ȷue ٹtoda 
peȸsona tiene deȸeƬho a la vida, a la liƫeȸtad y a la seǕuȸidad de su peȸsonaٺ, lo ȷue inƬluye 
la seguridad en el entorno urbano. 

Para garantizar el derecho a la seguridad urbana y a la protección civil, los Estados deben 
adoptar medidas preventivas, como políticas públicas de seguridad ciudadana y planes de 
emergencia, así como promover la participación de la sociedad civil en la toma de 
decisiones y en la implementación de medidas de prevención y protección. También deben 
asegurarse de que los servicios de emergencia, como la policía, los bomberos y los equipos 
médicos, estén debidamente capacitados y equipados para actuar en caso de emergencias 
y desastres. 

Además, los Estados deben garantizar que todas las personas tengan acceso a la 
información necesaria para estar preparados ante situaciones de emergencia y desastres, 
así como a servicios de apoyo y protección en caso de sufrir algún tipo de violencia o delito. 
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También deben asegurarse de que los derechos de las personas afectadas por desastres 
naturales sean protegidos y respetados, en particular los derechos de las personas en 
situación de vulnerabilidad, como niños, personas mayores, personas con discapacidad y 
personas en situación de pobreza. 

En resumen, el derecho a la seguridad urbana y a la protección civil es un derecho humano 
fundamental que tiene como objetivo garantizar que todas las personas que viven en zonas 
urbanas puedan disfrutar de un entorno seguro y protegido. Los Estados tienen la 
obligación de adoptar medidas preventivas y de protección, promover la participación de la 
sociedad civil, garantizar el acceso a la información y servicios de apoyo, y proteger los 
derechos de las personas afectadas por desastres naturales. 

De hecho el derecho a la seguridad urbana y a la protección civil en nuestro sistema jurídico 
mexicano adquirió una nueva dimensión a partir del establecimiento de aquel nuevo 
paradigma en materia de derechos humanos de junio de 2011 que, trasladado al caso 
concreto en palaƫȸas de Jesús Gaƫȸiel Floȸes Tapia se tȸadujo en ٹla oƫliǕaƬión de la 
autoridad para desarrollar y aplicar políticas públicas encaminadas a garantizar la vida y la 
integridad de las personas, sus bienes y el medio ambiente, que son los bienes jurídicos 
pȸoteǕidos poȸ la pȸoteƬƬión Ƭivilٺ. 

Hecho que no puede verse de manera aislada, sino que debe leerse en clave de una 
constitucionalización del derecho a la seguridad urbana y a la protección civil que por largo 
tiempo fueron relegados a un campo de la mera legalidad, en desmedro de su estudio con 
un enfoque constitucional que diera lugar a su plena eficacia en los textos constitucionales y 
así garantizar su salvaguarda como parte de la norma fundamental. 

En este sentido, nuestro país como puede verse no fue ajeno a este proceso de 
constitucionalización, el cual debe ser entendido de acuerdo con Riccardo Guastini como 
aȷuel ٹpȸoƬeso de tȸansǔoȸmaƬión de un oȸdenamiento, al téȸmino del Ƭual, el oȸdenamiento 
en Ƭuestión ȸesulta totalmente ٻimpȸeǕnadoټ poȸ las normas constitucionales. Un 
ordenamiento jurídico constitucionalizado se caracteriza por una Constitución 
extremadamente invasora, entrometida, capaz de condicionar tanto la legislación como la 
jurisprudencia y el estilo doctrinal, la acción de los actores políticos, así como las relaciones 
soƬialesٺ. 

Como muestra de este proceso de constitucionalización del derecho a la seguridad 
ciudadana y la protección civil cabe resaltar el artículo 14 de la Constitución de la Ciudad de 
México que estableció lo siguiente: 

 Toda peȸsona tiene deȸeƬho a viviȸ en un entoȸno seǕuȸo, a la pȸoteƬƬión Ƭivil, a laٹ
atención en caso de que ocurran fenómenos de carácter natural o antropogénico, así 
como en caso de accidentes por fallas en la infraestructura de la ciudad. Las autoridades 
adoptarán las medidas necesarias para proteger a las personas y comunidades frente a 
ȸiesǕos y amenazas deȸivados de esos ǔenómenos.ٺ 

Dicho esto, puede verse que de este proceso de constitucionalización del derecho a la 
seguridad urbana y protección civil se desprende que toda persona tiene el derecho a 
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contar con un entorno seguro que, en el caso de la obra pública se manifiesta en la tarea de 
las autoridades de atender aquellas fallas o accidentes en la infraestructura, lo cual en el 
ámbito de competencia del poder legislativo debe materializarse en la creación de leyes 
que garanticen una obra pública de calidad. 

Ello como parte de una obligación que encuentra correspondencia en el artículo 134 de 
nuestra Constitución Federal que, de manera expresa señala lo que a continuación se 
transcribe: 

 Las adȷuisiƬiones, aȸȸendamientos y enajenaƬiones de todo tipo de ƫienes, pȸestaƬión deٹ
servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realicen, se adjudicarán o 
llevarán a cabo a través de licitaciones públicas mediante convocatoria pública para que 
libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto 
públicamente, a fin de asegurar al Estado las mejores condiciones disponibles en 
cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias 
pertinentes .ٺ 

Es decir, generar un ambiente propicio para una obra pública de calidad es parte del 
catálogo de derechos previstos en nuestra Constitución que enlazados con el derecho a la 
seguridad urbana y la protección civil desembocan en un compromiso legislativo que tiene 
como ideal regulativo generar las condiciones para ciudades seguras. 

Pero ¿qué significa en los hechos este entorno seguró Un entorno en donde la ciudadanía 
pueda transitar por caminos, puentes u otras vías de comunicación, hacer uso de recintos 
públicos como escuelas, hospitales, oficinas de gobierno, etc. sin temor de que se produzcan 
fallas en las estructuras de las obras públicas que pongan en peligro sus vidas. 

Lo cual, necesariamente, pasa por un adecuado control en la gestión integral de riesgos, 
concepto que en nuestra legislación encuentra su raíz de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 2, fracción XXVIII, de la Ley General de Protección Civil que, en su parte sustantiva 
establece lo que a continuación se detalla: 

 ,Gestión InteǕȸal de biesǕos: El Ƭonjunto de aƬƬiones enƬaminadas a la identiǔiƬaƬiónٹ
análisis, evaluación, control y reducción de los riesgos, considerándolos por su origen 
multifactorial y en un proceso permanente de construcción, que involucra a los tres 
niveles de gobierno, así como a los sectores de la sociedad, lo que facilita la realización de 
acciones dirigidas a la creación e implementación de políticas públicas, estrategias y 
procedimientos integrados al logro de pautas de desarrollo sostenible, que combatan las 
causas estructurales de los desastres y fortalezcan las capacidades de resiliencia o 
resistencia de la sociedad. Involucra las etapas de: identificación de los riesgos y/o su 
proceso de formación, previsión, prevención, mitigación, preparación, auxilio, 
ȸeƬupeȸaƬión y ȸeƬonstȸuƬƬión.ٺ 

Por ello, cuando se aplican esta clase de conceptos a la obra pública y, en especial a su 
legislación aplicable que es la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
mismas, se debe tomar en cuenta la necesidad de impulsar remedios legislativos que nos 
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permitan pasar de una cultura reactiva a una cultura de la prevención basada en un 
enfoque proactivo. 

En este sentido, esta iniciativa tiene como propósito darle una centralidad al control de 
calidad de los materiales y procedimientos constructivos empleados en la obra pública 
como un mecanismo que elimine los riesgos de posibles fallas en sus estructuras y, al 
mismo tiempo eleven su calidad. 

Esto es que, en el corto, mediano y largo plazo se generen ahorros al Estado y en 
consecuencia, a la sociedad que reclama por mejores servicios, pero acompañando esta 
exigencia con la ejecución de recursos del estado en condiciones de eficiencia, eficacia y 
honradez. 

Esto resulta crucial porque no dimensionar la inclusión del control de calidad dentro del 
costo total de la obra pública acompañando el costo directo e indirecto calculados de 
acuerdo a los tabuladores que se especifiquen en la normatividad aplicable, implica en la 
práctica que se le dé un rol secundario a un aspecto que no puede ser dejado de lado, ya 
que su debido cuidado y cumplimiento salva vidas humanas y de igual forma genera 
ahorros importantes para el Estado mexicano. 

Más cuando la falta de un adecuado control de calidad de la obra pública en México ha sido 
una problemática recurrente en el país, que ha generado pérdidas económicas 
significativas. Si bien es difícil determinar con precisión el monto exacto de las pérdidas, 
diversos estudios han estimado que los costos asociados a la falta de control de calidad en la 
obra pública en México son muy elevados. 

En primer lugar, la falta de control de calidad puede generar costos directos asociados a la 
necesidad de realizar reparaciones o retrabajos en la obra, lo que implica un aumento en los 
costos de construcción. En este sentido, un informe del Instituto Mexicano para la 
Competitividad (IMCO) de 2017, estimó que los costos por obras mal construidas en México 
pueden llegar a representar hasta el 50 por ciento del costo total de la obra. 

Además, la falta de control de calidad puede generar costos significativos, asociados a la 
necesidad de realizar mantenimiento y reparaciones de la obra en un futuro corto y más 
aún costos de operación y costos de oportunidad por no poder hacer uso de la 
infraestructura afectada. En este sentido, la falta de control de calidad puede generar daños 
en la estructura de la obra, que pueden requerir reparaciones costosas a largo plazo. 
Asimismo, una obra pública de mala calidad puede tener un impacto negativo en la 
economía local, ya que puede generar desconfianza y afectar la imagen y reputación del 
gobierno y las empresas constructoras. 

En segundo lugar, la falta de control de calidad en la obra pública puede generar costos 
sociales y económicos significativos. En este sentido, una obra pública de mala calidad 
puede generar riesgos para la seguridad de las personas que la utilizan, lo que puede 
generar costos sociales en términos de pérdidas humanas o lesiones. Además, una obra 
pública de mala calidad puede afectar el desarrollo económico de la región, ya que puede 
generar desconfianza y afectar la inversión y el turismo. 
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En tercer lugar, la falta de control de calidad puede generar costos asociados a la corrupción 
y la falta de transparencia en la asignación de contratos de obra pública. En este sentido, la 
falta de control de calidad puede generar incentivos para que las empresas constructoras 
utilicen materiales de baja calidad o realicen obras de menor calidad, con el fin de 
maximizar sus ganancias. Además, la falta de control de calidad puede generar prácticas 
corruptas, como la asignación de contratos de obra pública a empresas amigas o a través de 
procesos poco transparentes, lo que puede generar costos económicos y sociales 
significativos. 

En conclusión, el control de calidad es parte integral del valor económico de la obra, y no 
como un gasto implícito más en la administración del contratista, la falta de un adecuado 
control de calidad de la obra pública en México ha generado pérdidas económicas 
significativas. 

Por ello, es necesario tomar medidas para mejorar la calidad de la obra pública y reducir los 
costos asociados a la falta de control de calidad. Estas medidas pueden incluir la 
implementación de procesos de control de calidad más rigurosos, la promoción de la 
transparencia y la rendición de cuentas en la asignación de contratos de obra pública, y la 
sanción de las prácticas corruptas y poco transparentes. 

Siguiendo esta línea argumentativa las afectaciones al erario por la falta de implementación 
de un adecuado control de calidad en las obras públicas y servicios relacionados con las 
mismas, tienen una referencia obligada en el informe de la Auditoría Superior de la 
Federación ASF en el período 2011-2016 en donde se destaca que el país destina del 15.0 al 
20.0 por ciento del Presupuesto de Egresos de la Federación para el desarrollo de los 
proyectos de inversión física, los cuales son generadores de desarrollo económico y el medio 
para resolver a mediano y largo plazo problemas específicos en el entorno nacional, estatal o 
municipal referentes al acceso a los servicios básicos de salud, educación, agua potable y 
saneamiento, energía eléctrica y comunicaciones, señalando en el documento las 
siguientes cifras: 

• Una aǔeƬtaƬión en el 7.4׏ por ciento de contratos del Presupuesto de Egresos lo que se 
traduce en alrededor de $203,654 millones de pesos -estimado promedio- anualmente al 
erario federal en fallas por ejecución. 

• Del ג.7׏ poȸ Ƭiento de Ƭontȸatos poȸ ǔallas de ejeƬuƬión el ד.א׏ poȸ Ƭiento de ellos -alrededor 
de $25,455 millones de pesos estimado promedio- en pérdidas al erario federal, 
corresponden por incumplimientos de especificaciones de construcción y normas de 
calidad de materiales y equipos. 

Por esa razón, la presente iniciativa en un plano específico busca incorporar en la Ley de 
Obras Públicas y Servicios relacionado con las mismas, una nueva definición del concepto 
de control de calidad como parte de su inclusión a los costos totales (costo directo más 
costo indirecto más costo por control de calidad) siguiendo los parámetros basados en los 
tabuladores establecidos en la normatividad aplicable para su cálculo. 
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Esto, sin olvidar como elemento disruptivo la necesidad de que estas nuevas definiciones se 
incluyan como parte de un derecho a la seguridad urbana y la protección que engloba un 
derecho más amplio como la generación de ciudades seguras. 

Para cumplir con este propósito se propone en esta iniciativa las siguientes adiciones y 
modificaciones a la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas en los 
siguientes términos: 

• La adiƬión de una ǔȸaƬƬión XIII al aȸtíƬulo א de la Ley de Oƫȸas PúƫliƬas y SeȸviƬios 
Relacionados con las mismas, en donde se define el control de calidad de la siguiente 
manera: 

Artículo 2. 

... 

XIII. Control de calidad: conjunto de actividades orientadas al cumplimiento de los 
requisitos de calidad establecidos en el proyecto. Comprenden principalmente el 
examen de los resultados obtenidos de un proceso de producción, mediante 
mediciones, muestreo y pruebas, tanto de campo como de laboratorio, que permiten 
evaluar las propiedades inherentes a un concepto de obra, de sus acabados, de los 
materiales y de los equipos de instalación permanente que se utilicen en su 
ejecución, comparándolas con las especificadas en el proyecto, así como los análisis 
estadísticos de esos resultados, para decidir la aceptación, rechazo o corrección del 
concepto y determinar oportunamente si el proceso de producción se está 
ejecutando correctamente, conforme al procedimiento de construcción o éste será 
corregido. 

• La adiƬión de un aȸtíƬulo ג Bis de la Ley de Oƫȸas PúƫliƬas y SeȸviƬios belaƬionados Ƭon las 
Mismas, en donde se reconozcan los costos por control de calidad dentro del costo total, 
entre otros aspectos, teniendo como base objetiva los tabuladores previstos en la 
normatividad reglamentaria, tal como se propone a continuación: 

 Artículo 4 Bis. En todos los conceptos que integran la obra pública, enٹ
correspondencia con el derecho a una seguridad urbana y protección civil, se 
entenderá como costo total la sumatoria de los costos directos, los costos indirectos, 
los costos por control de calidad, costos por financiamiento, cargos por utilidad y 
cargos adicionales, los cuales se regularán en su cálculo de acuerdo con los 
tabuladores previstos en la normatividad reglamentaria que deriva de la presente 
ley.” 

• La modiǔiƬaƬión de la ǔȸaƬƬión XII del aȸtíƬulo ׏א de la Ley de Oƫȸas PúƫliƬas y SeȸviƬios 
Relacionados con las mismas, en donde se especifica lo relativo a la supervisión, los costos 
directos, los costos indirectos, los costos por control de calidad, costos por financiamiento, 
cargos por utilidad y cargos adicionales, tal como a continuación se detalla: 

Artículo 21. 
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XII. La ejecución, que deberá incluir el costo estimado de las obras públicas y servicios 
relacionados con las mismas que se realicen por contrato donde se especifiquen lo 
relativo a: la supervisión, los costos directos, los costos indirectos, los costos por 
control de calidad, costos por financiamiento, cargos por utilidad y cargos 
adicionales ; en caso de realizarse por administración directa, los costos de los recursos 
necesarios; las condiciones de suministro de materiales, de maquinaria, de equipos o de 
cualquier otro accesorio relacionado con los trabajos; los cargos para pruebas y 
funcionamiento, así como los indirectos de los trabajos y costo por el control de calidad . 

• La adiƬión de un último páȸȸaǔo al aȸtíƬulo בד de la Ley de Oƫȸas PúƫliƬas y SeȸviƬios 
Relacionados con las mismas en donde su redacción responde a la necesidad de evitar que 
el licitante al ganar una licitación, ya como contratista de la obra haga modificaciones en la 
plantilla del personal y los especialistas con los que realizará los trabajos respectivos. 

De lo contrario, se atentaría contra el criterio de competencia y libre concurrencia, pues de 
no establecer una restricción expresa, en los hechos se abriría la puerta para que de manera 
preponderante y en desmedro del control de calidad el contratista opte por un precio más 
bajo de los servicios que puede ofrecer un especialista como el laboratorio de control de 
calidad que sin haber formado parte de la licitación, substituya a otro que sí cumplió con los 
requisitos de esta. 

Recordando que la redacción que se propone tiene su base legal en los artículos 31, fracción 
XVI y XXIII, 38 y 46 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, así 
como en los dispositivos 24 y 29 de la Ley Reglamentaria del artículo 5º constitucional 
relativo al ejercicio de las profesiones. 

Por esa razón se deben clausurar los incentivos para que el contratista modifique la plantilla 
de especialistas como el laboratorio de control de calidad en la obra sin autorización y sin 
previo aviso, lo cual de permitirse vulneraría el criterio de competencia y libre concurrencia, 
pues no existe una verificación de que el personal que el contratista pudiera llegar a 
presentar en remplazo de los especialistas con los que licitó, tenga no solo la experiencia 
técnica, sino siquiera la profesión compatible con los trabajos objeto del contrato. 

Luego entonces como se puede observar esta propuesta de adición de un último párrafo 
del artículo 53 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas tiene 
como propósito elevar el control de calidad que se efectúa a las obras públicas que se 
construyen en nuestro país, tal como se desarrolla a continuación: 

Artículo 53. 

... 

Los contratistas presentarán a las dependencias y entidades los especialistas y 
laboratorios de control de calidad con los que licitó, los cuales no podrán ser cambiados 
sin la autorización expresa de la dependencia y con la debida justificación. 



 

 
Sistema de Información Legislativa de la Secretaría de Gobernación. http://sil.gobernacion.gob.mx/portal  

Fuente: http://www.diputados.gob.mx/  

Artículo único. Se adiciona y modifica los artículos 2 fracción XIII, 4 Bis, 21 fracción XII y 
53 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para quedar 
como sigue, tal como se presenta en el cuadro de referencia y así evidenciar los cambios 
propuestos ante esta H. LXV legislatura mediante la presentación de la iniciativa anunciada: 

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas 
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Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta soberanía el siguiente: 

Proyecto de decreto 

Artículo único. Se adiciona y modifica los artículos 2 fracción XIII, 4 Bis, 21 fracción XII y 
53 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para quedar 
como sigue, tal como se presenta en el cuadro de referencia y así evidenciar los cambios 
propuestos ante esta H. LXV legislatura mediante la presentación de la iniciativa anunciada: 

Artículo 2. 
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... 

XIII. Control de calidad: conjunto de actividades orientadas al cumplimiento de los 
requisitos de calidad establecidos en el proyecto. Comprenden principalmente el 
examen de los resultados obtenidos de un proceso de producción, mediante 
mediciones, muestreo y pruebas, tanto de campo como de laboratorio, que permiten 
evaluar las propiedades inherentes a un concepto de obra, de sus acabados, de los 
materiales y de los equipos de instalación permanente que se utilicen en su 
ejecución, comparándolas con las especificadas en el proyecto, así como los análisis 
estadísticos de esos resultados, para decidir la aceptación, rechazo o corrección del 
concepto y determinar oportunamente si el proceso de producción se está 
ejecutando correctamente, conforme al procedimiento de construcción o éste será 
corregido. 

Artículo 4 Bis. En todos los conceptos que integran la obra pública, en correspondencia 
con el derecho a una seguridad urbana y protección civil, se entenderá como costo total 
la sumatoria de los costos directos, los costos indirectos, los costos por control de 
calidad, costos por financiamiento, cargos por utilidad y cargos adicionales, los cuales 
se regularán en su cálculo de acuerdo con los tabuladores previstos en la normatividad 
reglamentaria que deriva de la presente ley." 

Artículo 21. 

XII. La ejecución, que deberá incluir el costo estimado de las obras públicas y servicios 
relacionados con las mismas que se realicen por contrato donde se especifiquen lo 
relativo a: la supervisión, los costos directos, los costos indirectos, los costos por 
control de calidad, costos por financiamiento, cargos por utilidad y cargos 
adicionales; en caso de realizarse por administración directa, los costos de los recursos 
necesarios; las condiciones de suministro de materiales, de maquinaria, de equipos o de 
cualquier otro accesorio relacionado con los trabajos; los cargos para pruebas y 
funcionamiento, así como los indirectos de los trabajos y costo por el control de calidad. 

Artículo 53. 

Los contratistas presentarán a las dependencias y entidades los especialistas y 
laboratorios de control de calidad con los que licitó, los cuales no podrán ser cambiados 
sin la autorización expresa de la dependencia y con la debida justificación. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 8 de marzo de 2023. 

Diputado Paulo Gonzalo Martínez López (rúbrica) 


